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ABSTRACT 

The current economic situation is far from what we knew a few years ago. 

The labor market has changed and the abuses of workers has increased. The 

article 311 of the Penal Code typifies the imposition of illegal working and 

Social Security conditions as a crime.  

This research work has the objective to doctrinally and jurisprudentially 

analyze the “abuse of the situation of social necessity”, as a comisive act in 

the article 311 of the Penal Code.  

Furthermore, the protected legal right, the subjects, the typical behaviour, 

the comisive acts and the competition problem that displays this criminal  

figure are analysed, particularly its delimitation with the article 312 of the 

Penal Code. , 

This crime is of special relevance in the current economic situation, since 

the workers are “forced” to accept any job to subsist.  

   

RESUMEN 

El contexto económico actual dista mucho de lo que conocíamos hace ya 

unos años. Ha cambiado el mercado de trabajo y ha supuesto un incremento 

de los abusos a los trabajadores. El art. 311 CP tipifica como delito la 

imposición de condiciones ilegales de trabajo y Seguridad Social.  

Este trabajo de investigación tiene como finalidad el análisis doctrinal y 

jurisprudencial del “abuso de situación de necesidad”, como medio 

comisivo del art. 311 CP.  

Asimismo, se analizan, entre otras, la cuestión del bien jurídico protegido, 

los sujetos, la conducta típica, los medios comisivos y la problemática 

concursal que plantea esta figura delictiva, en especial, su delimitación con 

el art. 312 CP. 

Este delito cobra especial relevancia en la situación económica actual, pues 

los trabajadores se ven “obligados” a aceptar cualquier trabajo para poder 

subsistir. 
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1.- Introducción 

Este trabajo pretende hacer una valoración sobre el abuso de situación de 

necesidad contenido en el art. 311.1 CP y su reflejo en la situación económica actual en 

España. La crisis económica ha modificado muchos aspectos de nuestras vidas y esto ha 

ocasionado un aumento de los delitos contra los derechos de los trabajadores.  

    Se analizan las cuestiones del art. 311 CP entre otras, el bien jurídico 

protegido, los sujetos, la conducta típica, los medios comisivos y la problemática 

concursal que plantea esta figura delictiva y su delimitación con el art. 312 CP. 

    En especial, este estudio se centra en el análisis del abuso de situación de 

necesidad como medio comisivo de este delito.  

 

2.- Antecedentes del delito de imposición de condiciones ilegales de trabajo 

o de Seguridad Social.  

Los primeros Códigos penales sólo contemplaban el ámbito laboral para reprimir 

cualquier forma de manifestación del enfrentamiento entre clases sociales, básicamente 

criminalizando el movimiento obrero. Como dice LYON-CAEN, “el trabajador 

delincuente es una figura histórica más real que la del patrón delincuente”
1
. Esto 

demuestra la inexistencia de un verdadero Derecho del trabajo. 

En España, la incorporación al CP de los intereses de los trabajadores se produce 

en el tardofranquismo y, sólo tras la CE de 1978, puede hablarse de DPT asentado en 

principios democráticos.   

La Ley 44, de 15 de noviembre 1971, introdujo en el CP-73 un capítulo nuevo, 

el VII del título XII, integrado por un artículo único (art. 499 bis),  sobre los delitos 

contra la libertad y seguridad en el trabajo, que ya había tenido un antecedente en el 

Decreto-Ley de 15 de febrero de 1952 relativo a las normas sobre cesión de mano de 

obra. Así, el régimen franquista concede una concesión al colectivo de trabajadores, al 

que, sin embargo, seguía impidiendo organizarse en sindicatos libres para la defensa de 

sus derechos.   

 

                                                        
1
V. LYON-CAEN., “Fonctions du DP”, pág. 438, cit. por M. ORTUBAY FUENTES., “Tutela 

penal de las condiciones de trabajo. Un estudio del artículo 311 del Código penal”, págs. 36-37. 
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La doctrina fue crítica con dicha reforma, pues no cubrió la laguna legal 

existente. Esto se refleja en la escasez de pronunciamientos al respecto, ya que, en sus 

diez primeros años de vigencia, sólo cinco de las sentencias dictadas por el TS fueron 

condenatorias. Según BAYLOS GRAU/TERRADILLOS BASOCO, esto se debió a que 

no era sino una manifestación de la política laboral y de orden público de los Estados 

autoritarios, que criminalizaban los instrumentos obreros de autotutela a través del 

Derecho Penal por su carácter coactivo
2
.  

En un modelo de Estado social y democrático de Derecho, como el que define el 

Estado español en el art. 1.1 CE
3
, se reconocen ya a nivel constitucional derechos 

fundamentales de los trabajadores. Tras la entrada en vigor de la Constitución de 1978, 

se fueron produciendo sucesivas reformas a lo largo de los años 80, introduciéndose en 

el CP-73 nuevos delitos que se situaron sistemáticamente en diversos Capítulos y 

Títulos, perdiendo así su relación con el ámbito en el que surgieron y en el que 

encontraba su legitimación
4
. 

Por todo ello, surgió la necesidad de reforma. Una de las modificaciones 

fundamentales introducidas por el Código Penal de 1995 es la de los delitos contra los 

derechos de los trabajadores englobados en el Título XV, sin precedente en el anterior 

Código Penal. Su introducción supuso el reconocimiento de un interés de protección a 

la clase trabajadora como sujeto de derechos y, con ello, se hizo efectivo en nuestro país 

la existencia de un auténtico DPT
5
. Por otro lado, regulado en el Título XIV, entre los 

delitos contra la Hacienda Pública, se encontraban los delitos contra la Seguridad 

Social, de modo que, pese a afectar a los derechos de los trabajadores tienen mayor 

conexión con los delitos contra la Hacienda Pública. 

El cambio hacia un verdadero reconocimiento y protección de los derechos de 

los trabajadores supuso, en nuestra opinión, un avance innovador que la sociedad de 

aquel momento necesitaba. 

Conviene reproducir el texto de dichos preceptos para hacer un análisis 

comparativo de ambos. 

                                                        
2
A. BAYLOS GRAU/J. TERRADILLOS BASOCO., “Derecho penal del trabajo”, pág. 66. 

3
WWW.NOTICIASJURIDICAS.COM, art. 1.1 de la Constitución española de 1978.  

4
F. MUÑOZ CONDE., “Derecho Penal, Parte Especial”, pág. 344. 

5
C. VILLACAMPA ESTIRIARTE., “Comentarios a la parte especial del derecho penal”, pág. 

1138. 

http://www.noticiasjuridicas.com/
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Art. 499 bis CP-73: Será castigado con pena de arresto mayor y multa de 

100.000 a 2.000.000 de pesetas: 

1º El que usando de maquinaciones o procedimientos maliciosos imponga a los 

trabajadores a su servicio condiciones laborales o de seguridad social que perjudiquen 

los derechos que tengan reconocidos por disposiciones legales o convenios colectivos 

sindicales. 

2º El que por cesión de mano de obra, simulación de contrato, sustitución o 

falseamiento de empresa o de cualquier otra forma maliciosa suprima o restrinja los 

beneficios de la estabilidad en el empleo y demás condiciones de trabajo reconocidas a 

los trabajadores por disposiciones legales. 

3º El que trafique de cualquier manera ilegal con la mano de obra e intervenga 

en migraciones laborales fraudulentas, aunque de ello no se derive perjuicio para el 

trabajador. 

El que en caso de crisis de una empresa hiciere ineficaces maliciosamente los 

derechos de los trabajadores incurrirá en las penas previstas en el artículo 519 de este 

Código. 

Cuando los hechos previstos en los números anteriores fueren realizados por 

personas jurídicas se impondrá la pena señalada a los administradores o encargados 

del servicio que los hubieren cometido o que, conociéndolos y pudiendo hacerlo, no 

hubieren adoptado medidas para remediarlos. En su caso procederá la responsabilidad 

civil subsidiaria de la empresa.
6
 

Art. 311 CP: Serán castigados con las penas de prisión de seis a meses a tres 

años y multa de seis a doce meses: 

1º Los que, mediante engaño o abuso de situación de necesidad, impongan a los 

trabajadores a su servicio condiciones laborales o de Seguridad Social que 

perjudiquen, supriman o restrinjan los derechos que tengan reconocidos por 

disposiciones legales, convenios colectivos o contrato individual. 

2º Los que en el supuesto de transmisión de empresas, con conocimiento de los 

procedimientos descritos en los apartados anteriores, mantengan las referidas 

condiciones impuestas por otro. 

                                                        
6
WWW.NOTICIAS.JURÍDICAS.COM, art. 499 bis Decreto 3096/1973, de 14 de septiembre, 

por el que se publica el Código Penal, Texto Refundido conforme a la Ley 44/1971, de 15 de noviembre 

(Vigente hasta el 05 de Julio de 2010).  

http://www.noticias.jurídicas.com/
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3º Si las conductas reseñadas en los apartados anteriores se llevaren a cabo con 

violencia o intimidación se impondrá las penas superiores en grado
7
. 

 

Las conductas de imposición y mantenimiento de condiciones de trabajo ilegales 

del art. 499 bis CP-73 se tipifican también en el art. 311 CP. 

Con mejor técnica legislativa, el art. 311 CP unifica el contenido de los dos 

primeros números del derogado 499 bis. La pena prevista (prisión de seis meses a tres 

años y multa de seis a doce meses) es más ponderada que la anterior (arresto mayor y 

multa)
8
. 

Las semejanzas entre los contenidos de los apartados 1º y 2º del art. 499 bis CP-

73 y el vigente art. 311 CP, resultan evidentes, ya que los sintetiza en un solo tipo. La 

sustitución de la expresión de “maquinaciones o procedimientos maliciosos” por la más 

específica de “engaño o abuso de situación de necesidad” no modifica la estructura 

interna del precepto, pues mantiene prácticamente inalterados los mismos elementos del 

tipo de objetivo. 

Una modificación relevante fue la supresión del tipo más aplicado por los 

tribunales, la conducta típica denominada “crisis laboral fraudulenta”, que se tipificaba 

en el segundo párrafo del art. 499 bis CP-73, donde el legislador ha zanjado la discusión 

doctrinal sobre si se trata o no de una figura que coincide con el alzamiento de bienes, 

dando la razón a quienes afirmaban la similitud. En la redacción actual, se ha 

incorporado una mención expresa y, según ORTUBAY FUENTES,  “innecesaria”
9
 de 

los derechos económicos de los trabajadores entre los derechos de crédito protegidos.  

Por su parte, el art. 499 bis apdo. 3º CP-73 se concentra en el delito de tráfico 

ilegal de mano obra dando lugar al actual art. 312 CP
10

. 

La última modificación que ha tenido este artículo, es la del apartado diez del 

artículo único de la L.O. 7/2012, de 27 de diciembre, por el que se modifica la L.O. 

                                                        
7
WWW.NOTICIASJURIDICAS.COM, art. 311 Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del 

Código Penal.  

8A. BAYLOS GRAU/J. TERRADILLOS BASOCO., “Derecho penal del trabajo. Prólogo de 

Aurelio Desdentado”, pág.69. 

9
M. ORTUBAY FUENTES., “Tutela penal de las condiciones de trabajo. Un estudio del artículo 

311 del Código penal”, pág. 29-44. 

10
WWW.NOTICIASJURIDICAS.COM, art. 312 Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, 

del Código Penal. 

http://www.noticiasjuridicas.com/
http://www.noticiasjuridicas.com/
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10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal en materia de transparencia y lucha 

contra el fraude fiscal y en la Seguridad Social.  

Esto supone la ampliación del artículo con un nuevo apdo. 2º, siendo ahora el 

apdo. 3º el antiguo apdo. 2º, y el antiguo apdo. 3º el nuevo apdo. 4º. Con esta reforma, 

se mejora la aplicación del art. 311 CP, que castiga la imposición mediante engaño de 

condiciones laborales que perjudiquen los derechos que tengan reconocidos los 

trabajadores, sancionando la desleal competencia de los empresarios y autónomos que 

producen con unos costes laborales muy inferiores, a diferencia de aquéllos que lo 

hacen cumpliendo con las obligaciones legales.  

Asimismo, se endurecen las penas de prisión para el delito, que pasan de un 

máximo de tres años a seis años, permitiendo, por tanto, que el plazo de prescripción 

aumente hasta los diez años. Si la conducta es grave y se condena como tal en el ámbito 

administrativo, la condena penal dependerá del  número de trabajadores afectados. 

Por último, se tipifica como delito la ocupación de una pluralidad de 

trabajadores sin dar de alta o sin autorización para trabajar, pues podría suponer la 

negación a los trabajadores de los derechos que en materia de Seguridad Social les 

corresponden. 

El artículo 311 CP en su redacción actual, dispone: 

 

Art. 311 CP redactado por el apartado diez del artículo único de la L.O. 7/2012: 

Serán castigados con las penas de prisión de seis meses a seis años y multa de seis a 

doce meses: 

1º Los que, mediante engaño o abuso de situación de necesidad, impongan a los 

trabajadores a su servicio condiciones laborales o de Seguridad Social que 

perjudiquen, supriman o restrinjan los derechos que tengan reconocidos por 

disposiciones legales, convenios colectivos o contrato individual. 

2º Los que den ocupación simultáneamente a una pluralidad de trabajadores sin 

comunicar su alta en el régimen de la Seguridad Social que corresponda o, en su caso, 

sin haber obtenido la correspondiente autorización de trabajo, siempre que el número 

de trabajadores afectados sea al menos de: 

a) el veinticinco por ciento, en las empresas o centros de trabajo que ocupen a 

más de cien trabajadores, 
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b) el cincuenta por ciento, en las empresas o centros de trabajo que ocupen a 

más de diez trabajadores y no más de cien, o 

c) la totalidad de los mismos, en las empresas o centros de trabajo que ocupen a 

más de cinco y no más de diez trabajadores. 

3º Los que en el supuesto de transmisión de empresas, con conocimiento de los 

procedimientos descritos en los apartados anteriores, mantengan las referidas 

condiciones impuestas por otro. 

4º Si las conductas reseñadas en los apartados anteriores se llevaren a cabo con 

violencia o intimidación se impondrán las penas superiores en grado.
11

 

 

    Esta reforma se debe a que el CP tal y como señala la Exposición de Motivos 

de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, tutela los valores y principios básicos 

de la convivencia social, y su contenido debe ser ajustado a los cambios y a las nuevas 

necesidades de la actual situación. Además, también se ocupó de la transposición de la 

Directiva 2009/52/CE
12

, que tiene por objeto evitar la contratación de residentes ilegales 

nacionales de terceros países en la Unión Europea, con el fin de contrarrestar la 

inmigración ilegal. En ésta, se establecen unas normas mínimas comunes en materia de 

sanciones y otras medidas, así como, en los casos más graves, sanciones penales contra 

los empleadores de dichos nacionales
13

. 

Por último, la reforma operada por Ley Orgánica 7/2012, de 27 de diciembre, 

por la que se el Código Penal en materia de transparencia y lucha contra el fraude fiscal 

y la Seguridad Social, responde a la necesidad evitar fraudes a la Seguridad Social que 

han ido en aumento en estos últimos y, por ello, urgía la necesidad de endurecer la 

defensa hacia el sistema, además, la Unión Europea exige la protección de todos los 

ciudadanos comunitarios y extracomunitarios evitando la explotación de los mismos. 

No obstante, la reforma denota una falta de protección hacia los derechos de los 

trabajadores por no concretar las figuras jurídicas que, como veremos, dan lugar a 

                                                        
11

WWW.NOTICIAS.JURIDICAS.COM, art. 311 redactado por el apartado diez del artículo 

único de la L.O. 7/2012, de 27 de diciembre, por la que se modifica la L.O. 10/1995, de 23 de noviembre, 

del Código Penal en materia de transparencia y lucha contra el fraude fiscal y en la Seguridad Social 

(“B.O.E.” 28 diciembre). Vigencia 17 enero 2013.  

12
Directiva 2009/52/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de junio de 2009, por la 

que se establecen las normas mínimas sobre las sanciones y medidas aplicables a los empleadores de 

nacionales de terceros países en situación irregular.  

13
WWW.EUROPEA.EU  

http://www.noticias.juridicas.com/
http://www.europea.eu/
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diversas interpretaciones y, por ello, entendemos se ha dado una respuesta inmediata 

sobre un tema delicado en España como es el mercado laboral actual y sería necesario 

una reforma íntegra que trate ampliamente la situación por la que atravesamos. 

 

3.- Estructura del art. 311 CP. El delito de imposición de condiciones de 

trabajo o de Seguridad Social ilegales. 

3.1.- El bien jurídico protegido. 

La cuestión del bien jurídico protegido en el art. 311 CP ha sido objeto de 

discusión desde el art. 499 bis CP-73, esto sucede con los delitos relacionados con 

cuestiones económico-sociales, debido a la evolución del sistema económico.  

Al respecto, cabe diferenciar dos líneas doctrinales: los que defienden como 

objeto de protección de este delito un bien jurídico individual y los que defienden que se 

protege un bien jurídico supraindividual. 

La primera línea doctrinal es defendida, entre otros, por MUÑOZ CONDE que 

considera que el legislador lo que quiso era proteger la libertad del trabajador
14

 o 

CARBONELL MATEU/GONZÁLEZ CUSSAC, que defienden que el objeto de 

protección es la seguridad jurídica respecto a las condiciones de trabajo
15

. 

En cambio, defienden que el bien jurídico protegido es supraindividual y se 

centran en los intereses del Estado en referencia al mercado laboral, entre otros, PÉREZ 

MANZANO que reconoce la vulneración individual pero considera que es la infracción 

del colectivo la que interesa al Estado
16

. 

En una postura intermedia, cabe situar a JORDANA DE POZAS, pues considera 

que se tutelan intereses concretos como la libertad del trabajador y su propia seguridad 

jurídica pero de forma simultánea también intereses supraindividuales, que tutelan la 

propia relación laboral entendida dentro del sistema de mercado, integrado en el Estado 

social y democrático de Derecho, que debe velar por los derechos y condiciones 

                                                        
14

F. MUÑOZ CONDE., “Derecho Penal. Parte Especial”, pág. 345. 

15
C. CARBONELL MATEU/J.L. GONZÁLEZ CUSSAC., “Comentarios al Código Penal de 

1995”, pág. 1543, cit. por R. DE VICENTE MARTINEZ., “Los delitos contra los derechos de los 

trabajadores”, pág. 199. 

16 M. PÉREZ MANZANO., “Delitos contra los derechos de los trabajadores”, págs. 23-24, cit. 
por R. DE VICENTE MARTINEZ., “Los delitos contra los derechos de los trabajadores”, pág. 199. 
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laborales y de Seguridad Social de los trabajadores, a quienes el propio ordenamiento 

laboral les reconoce un mínimo indispensable.
17

 

En esta línea, varios de los autores que se habían ocupado de los delitos 

laborales en el CP-73, ratifican sus posturas anteriores, como por ejemplo, MUÑOZ 

CONDE, que ha añadido que en unos casos el objeto tutelado tiene carácter colectivo y 

en otros individual “se protegen derechos de carácter personal en cuanto son derechos 

que inciden en uno de los aspectos principales de la persona, su condición de 

trabajador, aunque la dimensión social y colectiva de estos derechos, les dé unas 

connotaciones que permiten considerarlos también como delitos de carácter social o 

colectivo”
18

. 

En definitiva, estimamos que el posicionamiento correcto es el defendido por la 

doctrina mayoritaria que considera que el bien jurídico protegido en el delito de 

imposición de condiciones de trabajo o de Seguridad Social ilegales son los derechos 

que emanan de las condiciones mínimas exigibles e irrenunciables de la contratación 

laboral.  

 

3.2.- Los sujetos activo y pasivo. 

3.2.1.- El sujeto activo 

Este artículo se estructura como un delito especial y, por tanto, es necesario que 

el sujeto activo tenga una específica cualificación. A través del “a su servicio” se 

desvela que el sujeto activo es el empresario porque sólo el empleador es quien tiene 

capacidad para vulnerar el bien jurídico tutelado.  

Sin embargo, hay que precisar quién debe ser considerado empresario. En primer 

lugar, partimos del art. 1.2 LET que establece que “…serán empresarios todas las 

personas, físicas o jurídicas, o comunidades de bienes que reciban la prestación de 

servicios de los trabajadores…”
19

. Esto se ve claro en los casos donde el titular de una 

empresa es una persona que lleva a cabo autónomamente una determinada actividad 

productiva y utiliza directamente los servicios de trabajadores asalariados. No obstante, 

es más complicada la identificación del sujeto activo en los grupos de empresas. 

                                                        
17

L. JORDANA DE POZAS., “Código Penal. Doctrina y Jurisprudencia”, pág. 1543, cit. por R. 

DE VICENTE MARTINEZ., “Los delitos contra los derechos de los trabajadores”, pág. 199. 

18
F. MUÑOZ CONDE., “Derecho Penal. Parte Especial”, pág. 345. 

19
WWW.NOTICIAS.JURÍDICAS.COM, art. 1.2 Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 

marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 
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Según ORTUBAY FUENTES “éste es un fenómeno complejo y el ordenamiento 

no ofrece una respuesta suficiente a la importancia creciente de los citados grupos de 

empresas, y la laguna es especialmente grave en el aspecto laboral“
20

. La 

jurisprudencia ha dado algunas respuestas flexibles para identificar el funcionamiento 

del grupo.  

Un caso similar es el de la subcontratación, que con mucha frecuencia se utiliza 

para burlar los derechos de los trabajadores. Además, en el art. 42 LET
21

 se establecen 

mecanismos para garantizarlos a través de la responsabilidad solidaria. No obstante, esta 

responsabilidad entre empresa principal y contratista es de naturaleza civil y no penal, 

por lo que se considerará empleador al que haya contratado al trabajador y el empresario 

principal se convierte en partícipe del delito. 

Especial problemática presentan las empresas de trabajo temporal, ya que, la 

prestación de trabajo crea hacia el empleado una doble dependencia. La doctrina está de 

acuerdo en que exista una doble distribución de la responsabilidad entre la empresa 

usuaria y la cedente, por tanto, la responsabilidad penal es diferente según la naturaleza 

de la infracción y, por ello, las irregularidades referentes a la contratación y Seguridad 

Social son imputables a la ETT, mientras que las que se ocupan de las condiciones en 

las que se presta el servicio, serán responsabilidad de la usuaria. 

Tras determinar quién tiene el carácter de empleador, hay que averiguar quién es 

la persona física sobre la que recae la responsabilidad penal. Por un lado, hay que 

identificar el sujeto responsable dentro de la persona jurídica y, por otro, los efectos 

penales que produce la delegación de funciones en una organización. 

En este sentido, el ordenamiento jurídico-penal español no da cabida a la 

responsabilidad penal de las personas jurídicas y, por ello, con la intención de evitar 

lagunas, se introdujo en el CP-73 el art. 15 bis, que es el antecedente del actual art. 31 

CP
22

 y que, con ciertas mejoras técnicas, castiga al autor del delito que realiza la 

conducta típica en lugar del otro (sea persona física o jurídica). Además, el art. 318 CP
23

 

                                                        
20

M. ORTUBAY FUENTES., “Tutela penal de las condiciones de trabajo. Un estudio del 

artículo 311 del Código penal”, pág. 48. 

21
WWW.NOTICIAS.JURÍDICAS.COM, art. 42 Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 

marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 

22
WWW.NOTICIASJURIDICAS.COM, art. 31 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 

noviembre, del Código Penal. 

23
WWW.NOTICIASJURIDICAS.COM, art. 318 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 

noviembre, del Código Penal. 
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también hace referencia a las actuaciones en nombre de una persona jurídica, aludiendo 

a los administradores o encargados del servicio. 

El art. 31 CP también extiende la responsabilidad a quienes actúen como 

administradores de hecho, además de los de derecho, por ello, la sanción penal no sólo 

se impone al que se le atribuye el cargo de directivo o representante de la empresa, sino 

que es preciso comprobar que la persona haya asumido las funciones y 

responsabilidades y haya ejecutado la acción. 

 

3.2.2.- El sujeto pasivo. 

Menos complejo resulta determinar el sujeto pasivo titular del bien jurídico del 

delito de imposición de condiciones laborales o de Seguridad Social ilegales. Así, si el 

sujeto activo del delito es el empresario que tiene trabajadores a su servicio, el sujeto 

pasivo será aquella persona que cumple los requisitos establecidos por la normativa para 

ser considerado trabajador. 

La definición que establece la ley no es suficiente para establecer la figura del 

trabajador por cuenta ajena y, por ello, tanto la doctrina como la jurisprudencia se han 

dedicado a clarificarlo.  

Así, la STS de 30 de mayo de 2003
24

, establece un concepto amplio de 

trabajador donde, no sólo se incluyen a aquéllos comprendidos bajo los art. 1.1
25

 y 2
26

 

LET. En este sentido, declara que el delito se aplica a todas las relaciones laborales sean 

con contrato o sin él, con independencia de que el trabajador esté en situación legal, sea 

un inmigrante ilegal o la relación provenga de un contrato con causa ilícita; esto es así, 

porque el art. 311 CP no protege las consecuencias del contrato de trabajo sino la 

situación de personas que prestan sus servicios para otra
27

.  

En consecuencia, el art. 311 CP no será aplicable en las relaciones excluidas del 

ámbito laboral como son: los funcionarios y personal asimilado, la actividad de 

consejeros o miembros de órganos de administración de empresas, los trabajos 

                                                        
24

STS 4390/2003 de 30 de mayo. 

25
WWW.NOTICIAS.JURÍDICAS.COM, art. 1.1 Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 

marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 

26
WWW.NOTICIAS.JURÍDICAS.COM, art. 2 Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 

marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 

27
R. DE VICENTE MARTINEZ., “Los delitos contra los derechos de los trabajadores”, págs. 

206-207. 
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familiares, de amistad, benevolencia o buena voluntad por carecer de alguna de las 

notas de laboralidad. Esto hace que no sean objeto del Derecho laboral y, por tanto, del 

Derecho penal del trabajo. 

La cuestión de los sujetos pasivos de este delito es el factor que permite 

delimitar el art. 311 CP de la figura delictiva tipificada en el art. 312.2 in fine  que 

castiga a “quienes empleen a súbditos extranjeros sin permiso de trabajo en 

condiciones que perjudiquen, supriman o restrinjan los derechos que tuvieren 

reconocidos por disposiciones legales, convenios colectivos o contrato individual
28

. 

El art. 312.2 in fine CP también se orienta a la protección del trabajador frente a 

la imposición de condiciones ilegales pero, a diferencia del primero, el sujeto pasivo de 

este delito es un extranjero que carezca de permiso de trabajo y no alude a la necesidad 

de “engaño o abuso de situación de necesidad” de forma expresa como el art. 311.1 CP.  

La finalidad del delito de empleo ilegal de trabajadores extranjeros sin permiso 

de trabajo es, según la SAP de Albacete de 10 de junio de 2002
29

. “evitar que el 

empleador se prevalga de la ausencia del permiso de trabajo de un trabajador 

extranjero, para imponerle condiciones de trabajo que no respeten los derechos 

reconocidos a los trabajadores regulares”
30

. 

En nuestra opinión, es acertado diferenciar ambas situaciones en atención a los 

sujetos pasivos implicados, pues las personas en situación irregular se encuentran en 

una situación de mayor vulnerabilidad y habrá una predisposición a aceptar condiciones 

laborales ilegales y, por ello, aunque el tipo no haga alusión expresa, la situación de 

necesidad es inherente a tal condición
31

.  

 

 

 

 

 

                                                        
28

WWW.NOTICIASJURIDICAS.COM, art. 312 Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, 

del Código Penal. 

29
SAP de Albacete 427/2002. 

30
R. DE VICENTE MARTINEZ., “Los delitos contra los derechos de los trabajadores”, pág. 

275-303. 

31
M. BILBAO LORENTE., “El delito de abuso en las condiciones laborales o de Seguridad 

Social: la imposición de condiciones irregulares de trabajo”, Revista jurídica Capital humano, Bufete 

Barrilero y asociados.   
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3.3.- La conducta típica. 

3.3.1.- El verbo “imponer”. 

El art. 311 CP  utiliza el verbo “imponer” para describir la conducta típica. Al 

respecto, MUÑOZ CONDE lo identifica con “obligar a hacer algo”
32

, esto es, que se 

somete la voluntad del trabajador dentro de la relación laboral y se le obliga a aceptar 

unas condiciones laborales o de Seguridad Social en perjuicio de sus derechos. 

TERRADILLOS BASOCO además, alude a una situación desigual entre las partes
33

. 

La jurisprudencia también se ha pronunciado sobre ello. Así, encontramos la 

STS de 12 de diciembre de 1994
34

, que establece que “imponer” es sinónimo de 

“asignar” y considera que la conducta típica supone la asignación a los trabajadores por 

parte del empresario, de unas condiciones que afecten a sus derechos. La STS de 27 de 

mayo de 1992
35

 amplía su significado a “aplicar” o “atribuir”. 

ORTUBAY FUENTES sostiene que la conducta típica no sólo se da al inicio de 

la relación sino que también puede verse durante el desarrollo de la misma a través de 

algún cambio de las condiciones pactadas o tras su finalización
36

. 

Por otro lado, la imposición supone perjudicar, suprimir o restringir los derechos 

de los trabajadores. Por “perjudicar” se entiende ocasionar daño, por “suprimir” 

hacerlos desaparecer y por “restringir” reducirlos.   

 

3.3.2.- Condiciones laborales o de Seguridad Social.     

El objeto material del art. 311 CP son las condiciones laborales o de Seguridad 

Social. Estas condiciones constituirían el contenido de la relación de trabajo (por 

ejemplo: el salario, el tiempo de trabajo, los ascensos, las vacaciones, modificación 

sustancial de las condiciones de trabajo, movilidad geográfica, etc.). Por condiciones de 

Seguridad Social, a parte de las obligaciones propias, se incluye también el derecho a 

las prestaciones una vez extinguida la relación laboral. 

                                                        
32

F. MUÑOZ CONDE., “Derecho Penal. Parte Especial”, pág. 347. 

33
A. BAYLOS GRAU/J. TERRADILLOS BASOCO., “Derecho penal del trabajo. Prólogo de 

Aurelio Desdentado”, pág. 82. 

34
STS 9375/1994 de 12 de diciembre. 

35
STS 4951/1992 de 27 de mayo. 

36
M. ORTUBAY FUENTES., “Tutela penal de las condiciones de trabajo. Un estudio del 

artículo 311 del Código penal”, pág. 469. 
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Las condiciones sindicales, aunque según el concepto las podríamos englobar 

dentro de las “condiciones laborales”, tienen una protección específica bajo el art. 315 

CP
37

. 

Como podemos observar, el concepto es muy amplio y, por ello, ha surgido la 

necesidad de concretarlo. Así, en primer lugar,  estarían las conductas que vulneran la 

totalidad del ordenamiento laboral o sus elementos básicos de protección; en segundo 

lugar, a aquéllas que van en contra de los derechos irrenunciables de los trabajadores 

dentro de la relación de trabajo y, por último, las que ignoran el conjunto de tutelas 

reconocidas por ley y por convenio colectivo.  

Según BAYLOS GRAU /TERRADILLOS BASOCO, “el precepto parece 

pensado para los supuestos de “trabajo negro” o “sumergido”
38

“. Esto es así, debido a 

que estas situaciones generan el comportamiento típico de imponer condiciones 

laborales o de Seguridad Social ilegales, pues excluyen a estos trabajadores de la tutela 

legal o convencional.  

 

3.3.3.- Las fuentes: disposiciones legales, convenios colectivos o contrato 

individual. 

Las fuentes a las que hace referencia el art. 311 CP son las disposiciones legales, 

los convenios colectivos y el contrato individual. Al respecto, hay que tener en cuenta 

que el art. 3 LET
39

 otorga al convenio colectivo y al contrato de trabajo carácter de 

fuentes del derecho. 

ARROYO ZAPATERO establece que, en las disposiciones legales se incluyen 

las normas con rango de ley, decretos-leyes y leyes delegadas, los reglamentos, las 

ordenanzas y reglamentos preexistentes al LET mientras no hayan sido sustituidos por 

convenios colectivos, las normas sectoriales dictadas por el Ministerio de Trabajo, las 

sentencias normativas y los laudos normativos. Por convenios colectivos se entienden, 

                                                        
37

WWW.NOTICIASJURIDICAS.COM, art. 315 de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de 

noviembre, del Código Penal.  

38
A. BAYLOS GRAU/J. TERRADILLOS BASOCO., “Derecho penal del trabajo. Prólogo de 

Aurelio Desdentado”, pág. 75. 

39
WWW.NOTICIAS.JURÍDICAS.COM, art. 3 Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 

marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 

http://www.noticiasjuridicas.com/
http://www.noticias.jurídicas.com/


                 

Cmno de La Hornera, s/n. C. 38071.  La Laguna. Tenerife. E-mail: facder@ull.edu.es Tlf. 922317291. Fax. 922317427  -  www.ull.es 

 
18 

 

por un lado, a los negociados conforme al LET y, por otro, a los convenios 

internacionales que ya forman parte del derecho interno
40

.  

Por último, como novedad introducida en el art. 311 CP, cabe resaltar la 

extensión de la protección del artículo a los derechos reconocidos por contrato 

individual. Esto ha originado una discusión doctrinal, pues, mientras algunos autores la 

defendían por considerar que hay mayor protección frente a la parte débil de la relación 

laboral, otros, como BAYLOS GRAU/TERRADILLOS BASOCO, piensan que la 

vulneración de derechos reconocidos en el contrato debía haberse quedado a lo sumo en 

una infracción administrativa, ya que lo que se protege en este Título es un interés 

colectivo no reconocido a un específico trabajador por un determinado contrato.  

El contrato individual no tiene un contenido de derechos mínimos irrenunciables 

como sí lo tienen las normas generales o sectoriales y, por tanto, el respeto a lo pactado 

puede encomendarse al orden civil o laboral, que pueden utilizar su potestad 

sancionadora
41

.   

Respecto al debate doctrinal que ha supuesto la introducción del contrato de 

trabajo como novedad y en contraposición a BAYLOS GRAU/TERRADILLOS 

BASOCO,  podemos afirmar que, son las normas legales y sectoriales las que 

establecen los derechos mínimos irrenunciables pero si para que un contrato de trabajo 

sea válido, se tiene que establecer con la seguridad jurídica de la protección de estos 

derechos perfectamente identificados en el ordenamiento laboral, no es difícil observar 

su vulneración en el contrato de trabajo y, por ello, estamos de acuerdo con el legislador 

al introducirlo. El contrato de trabajo tiene como base dichos derechos y, a partir de ahí, 

lo pactado por la voluntad de las partes sí lo encomendaríamos al orden social o civil.      

 

3.3.4.- El engaño y el abuso de situación de necesidad. 

Para la comisión del delito no es suficiente que el empresario imponga 

condiciones desfavorables al trabajador, sino que tienen que estar sujetas a unos medios 

comisivos legalmente tasados. Estos medios son: el engaño y el abuso de situación de 

necesidad. 

                                                        
40

L. ARROYO ZAPATERO., “Manual de Derecho penal del trabajo”, págs. 36-37. 

41
A. BAYLOS/J. TERRADILLOS., “Derecho penal del trabajo. Prólogo de Aurelio 

Desdentado”, pág.78. 
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El anterior 499 bis CP-73 requería que la conducta típica se realizara “usando de 

maquinaciones o procedimientos maliciosos”, sin embargo, esto originó problemas de 

interpretación y, por eso, el Código penal de 1995 optó por otra redacción. Esto supuso 

críticas por la doctrina. En este sentido, BAYLOS/TERRADILLOS, considera que 

hubiera sido preferible no tasar los medios comisivos
42

.  

Por su parte, LASCURAÍN SÁNCHEZ estima que el engaño es un 

comportamiento reducido, mientras que el abuso de situación de necesidad es 

demasiado amplio dado que se sitúa en la demanda de trabajo
43

. 

En cambio, BAJO FERNÁNDEZ/BACIGALUPO SAGGESE, defiende que la 

existencia de estos medios comisivos produce la distinción de la conducta constitutiva 

de delito de la infracción administrativa. Así, entienden que la gravedad del engaño o 

del abuso en la imposición de condiciones es importante para establecer el límite entre 

lo ilícito social y lo ilícito penal porque para que las infracciones tengan relevancia 

penal deben ir acompañadas de alguno de estos medios comisivos
44

.  

Sobre ello, se ha pronunciado la jurisprudencia, así,  la STS de 12 de abril de 

1991
45

, nos ofrece un concepto de engaño y resalta que “no se debe confundir con el de 

estafa, ya que se refiere a hacer creer al trabajador, que cuenta con una protección de 

la que en verdad carece”.  

En consecuencia, no basta cualquier engaño para encontrarnos dentro del delito 

del 311 CP sino que, como señala PÉREZ MANZANO, “el engaño ha de ser relevante 

y no meramente anecdótico, y dirigirse a la obtención del resultado perseguido que es 

la imposición de esas condiciones ilegales”46. En esta línea, la SAP de Las Palmas, de 

25 enero de 2000
47

 añade “el engaño es como el equivalente a la falta de verdad de lo 

que se dice, hace, cree, piensa o discurre, haciendo creer a alguien con las palabras o 

de cualquier otro modo algo que no es verdad”. 

                                                        
42

A. BAYLOS GRAU/J. TERRADILLOS BASOCO., “Derecho penal del trabajo”, pág.71. 

43
J.A. LASCURAÍN SÁNCHEZ., “Comentarios al Código Penal”, pág. 897, cit. por R. DE 

VICENTE MARTINEZ., “Los delitos contra los derechos de los trabajadores”, pág. 226.  

44
M. BAJO FERNÁNDEZ/ S. BACIGALUPO SAGGESE., “Derecho penal económico”, pág. 

644. 

45
STS 2704/1991 de 12 de abril.  

46
M. PÉREZ MANZANO., “Delitos contra los derechos de los trabajadores”, pág. 25 cit. por R. 

DE VICENTE MARTINEZ., “Los delitos contra los derechos de los trabajadores”, pág. 228-229. 

47
SAP GC 174/2000 de 25 de enero. 
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La doctrina ha interpretado el abuso de situación de necesidad en dos sentidos 

diferentes: un sector, entiende que cabría apreciarla tal situación en toda relación laboral 

como consecuencia de la estructura desigual del mercado de trabajo imponiendo el 

empleador sus condiciones y, otros autores, exigen que un aprovechamiento por parte 

del empresario de una concreta situación de precariedad en la que se puede encontrar un 

trabajador en un determinado momento. Entraremos a analizar más adelante en 

profundidad este medio comisivo al tratarse del objeto de estudio del presente trabajo.   

 

3.4.- Consumación. 

El momento de consumación del delito va a depender de los perjuicios que sufra 

el trabajador con la imposición de condiciones ilegales de trabajo o de Seguridad Social. 

La jurisprudencia se ha pronunciado y en la STS de 15 de marzo de 1990
48

 

establece que “para su consumación, se exige que se produzca la efectiva imposición de 

condiciones perjudiciales para los derechos del trabajador, pero no es necesario un 

perjuicio real y efectivo, pues basta la realidad de esas condiciones para tal 

consumación”. Afirma, por tanto, que lo verdaderamente sancionable es la imposición 

de condiciones contrarias a derecho y esto ya consuma el delito. Ahora bien, como el 

delito se consuma cuando se aplican tales condiciones, es necesario que haya cierta 

permanencia ya que, por el contrario, difícilmente puede entenderse tal imposición, 

además, no es necesario que dicha situación de perjuicio persista durante todo el tiempo 

de duración de la relación laboral. 

 

3.5.- El consentimiento del trabajador. 

Debemos acudir a la normativa laboral para entender el consentimiento del 

trabajador en la imposición de condiciones ilegales de trabajo o de Seguridad Social. En 

primer lugar, el art. 3.5 LET
49

 donde se consagra el principio de irrenunciabilidad de los 

derechos de los trabajadores, lo que hace que existan una serie de derechos del 

trabajador que queden fuera del acuerdo de partes en el seno de una relación laboral y, 

en segundo lugar, el art. 3 LGSS
50

 establece la nulidad de todo pacto por el que un 

                                                        
48

STS 2452/1990 de 15 de marzo.  

49
WWW.NOTICIAS.JURÍDICAS.COM, art. 3.5 Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 

marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores. 

50
Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el Texto Refundido de 

la Ley General de la Seguridad Social. 

http://www.noticias.jurídicas.com/
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trabajador renuncie a los derechos que la propia ley le confiere. Todo ello, da como 

resultado el establecimiento de unas condiciones laborales mínimas a las que los 

trabajadores no pueden renunciar.  

Se discute si lo previsto en las leyes laborales se puede trasladar al ámbito penal. 

Por su parte ARROYO ZAPATERO establece que “el carácter no disponible de los 

derechos laborales mínimos incluso por quien es su titular, determina que en estas 

figuras el consentimiento del trabajador sea irrelevante
51

“, por otro lado, BAYLOS 

GRAU/TERRADILLOS BASOCO consideran que “si el consentimiento es libre no hay 

imposición y por tanto no hay delito
52

“. En una postura intermedia, VILLACAMPA 

ESTIARTE defiende que el consentimiento del trabajador sólo tiene relevancia respecto 

a lo reconocido en el contrato individual  por encima de los mínimos legales
53

.  

Si no existiese el engaño ni el abuso de situación de necesidad pero el trabajador 

consiente la imposición de las condiciones ilegales, estaríamos ante un ilícito 

administrativo, pues no cabría apreciar los medios comisivos sancionados penalmente. 

 

3.6.- La utilización de violencia o intimidación. 

El apdo. 4º del art. 311 CP la violencia y la intimidación agravan las penas de las 

conductas anteriores, es decir, cuando el delito de imposición de condiciones ilegales de 

trabajo o de Seguridad Social se impone mediante estos medios, se aplicarán las 

mayores penas.   

Según DE VICENTE MARTINEZ “el escaso cuidado o poco interés del 

legislador en la redacción de este apartado, ha dejado abiertos varios frentes para la 

polémica”
54

. El debate se centra en la consideración del apdo. 4º como tipo agravado 

dependiente de los tipos básicos (“las conductas reseñadas en los apartados anteriores”), 

o como tipo autónomo donde la violencia e intimidación no son sino otros medios 

típicos para perjudicar los derechos de los trabajadores, como lo son el engaño o el 

abuso de situación de necesidad, medios típicos, cuyo empleo hace a la conducta a los 

ojos del legislador de mayor pena. 

                                                        
51

L. ARROYO ZAPATERO., “Manual de Derecho penal del trabajo”, págs. 25. 

52
A. BAYLOS GRAU/J. TERRADILLOS BASOCO., “Derecho penal del trabajo”, pág.73. 

53
C. VILLACAMPA ESTIRIARTE., “Comentarios a la parte especial del derecho penal”, pág. 

1070. 

54
R. DE VICENTE MARTINEZ., “Los delitos contra los derechos de los trabajadores”, pág. 

266. 
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Añade también BAYLOS GRAU/TERRADILLOS BASOCO que “de haber 

optado por un tipo básico abierto estructurado en torno al verbo imponer, los medios 

típicos podrían haber sido valorados de acuerdo con las reglas generales del concurso 

de delitos. Las penas así obtenidas, no iban a diferenciarse de las legalmente 

establecidas y el sistema hubiera sido más armónico y sencillo”
55

. En el mismo sentido, 

ORTUBAY FUENTES insiste en que si la violencia o intimidación son relevantes 

bastaba con la aplicación de las reglas del concurso de delitos
56

.  

    Existe la tendencia a aplicar la pena mínima en las sentencias condenatorias 

por el delito 311.1 CP, que tras la última reforma, son penas de prisión de seis meses a 

seis años y multa de seis a doce meses. Según POMARES CINTAS “el apartado 4º 

permanece casi invisible, en la práctica”
57

 basándose en que ninguna ha superado los 

dos años de prisión. 

 

4.- Objeto de estudio. El abuso de situación de necesidad como medio 

comisivo del art. 311 CP. 

Como ya hemos apuntado, el abuso de situación de necesidad es un medio 

comisivo del delito de imposición de condiciones ilegales y de Seguridad Social  

contenido en el art. 311.1 CP.  

En primer lugar, haremos un análisis doctrinal sobre este elemento típico. Entre 

los primeros autores que abordan este problema, cabe citar  BAJO FERNÁNDEZ  alude 

al abuso de las necesidades de obtención de un puesto de trabajo como medio para 

obligar al trabajador a aceptar condiciones de trabajo o de Seguridad Social que 

perjudicasen sus derechos
58

. Por su parte, ARROYO ZAPATERO considera que “no 

hace falta configurar una específica y concreta situación absoluta de necesidad de 

obtener un puesto de trabajo y un abuso de la misma, bastando la concurrencia de una 

genérica y relativa situación de necesidad, que es la propia de todo aquel que no 

                                                        
55

A. BAYLOS GRAU/J. TERRADILLOS BASOCO., “Derecho penal del trabajo. Prólogo de 

Aurelio Desdentado”, pág. 82. 

56
M. ORTUBAY FUENTES., “Tutela penal de las condiciones de trabajo. Un estudio del 

artículo 311 del Código penal”, pág. 393. 

57
E. POMARES CINTAS., “El derecho penal ante la explotación laboral y otras formas de 

violencia en el trabajo”, pág. 83. 

58
M. BAJO FERNÁNDEZ., “Derecho Penal económico”, pág. 521. 
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trabaja por cuenta propia, en la sociedad en la que faltan los puestos de trabajo y el 

despido es posible
59

“. 

BAYLOS GRAU/TERRADILLOS BASOCO afirmaron la existencia de una 

redundancia porque el propio desequilibrio que hay entre los sujetos de la relación 

laboral lleva al empleador a servirse de ello para imponer sus condiciones y, además, 

aseguran que “nadie pacta por debajo de los mínimos legales irrenunciables, si no está 

constreñido a hacerlo
60

“. LASCURAÍN SÁNCHEZ por su parte, considera innecesario 

precisar la punibilidad en este sentido, puesto que la situación de necesidad “será la 

habitual de quien demanda un bien escaso del que depende su sustento”
61

. 

Otros autores dan una interpretación más amplia, donde cualquier 

aprovechamiento doloso de la posición de fuerza en la que se encuentra el empresario 

mientras haya situación de paro, establecerá una conducta delictiva. En este sentido, 

VALLE MUÑIZ y VILLACAMPA ESTIARTE, insisten en que no es suficiente con la 

mera existencia de una superioridad genérica, sino que el tipo requiere una específica y 

concreta situación de precariedad que puede derivarse, tanto de su circunstancia 

personal como del segmento laboral en que se encuadre
62

.  

Según ORTUBAY FUENTES
63

, para la doctrina, es más sólida la interpretación 

de quienes entienden que el texto legal permite dotar al ilícito penal de la antijuridicidad 

necesaria para distinguirlo del ilícito administrativo. 

En definitiva, por abuso de situación de necesidad se debe entender cualquier 

clase de aprovechamiento o de un uso indebido de la especial posición de fuerza por 

parte del empresario en el ámbito de las relaciones laborales, quien aprovechando en su 

propio beneficio dicha situación, impone condiciones ilegales de trabajo o de Seguridad 

Social al trabajador obligándole a aceptarlas. 

                                                        
59

L. ARROYO ZAPATERO., “Delitos”, págs. 363-364, cit. por M. ORTUBAY FUENTES., 

“Tutela penal de las condiciones de trabajo. Un estudio del artículo 311 del Código penal”, pág. 343. 

60
A. BAYLOS GRAU/J. TERRADILLOS BASOCO., “Derecho penal del trabajo”, pág.72. 

61
J.A. LASCURAÍN SÁNCHEZ., cit. por M. BAJO FERNÁNDEZ., “Derecho Penal 

económico”, pág. 635. 

62
J.M. VALLE MUÑIZ/C. VILLACAMPA ESTIARTE “Delitos”, pág.1454, cit. por M. 

ORTUBAY FUENTES., “Tutela penal de las condiciones de trabajo. Un estudio del artículo 311 del 

Código penal”, pág. 344.  

63
M. ORTUBAY FUENTES., “Tutela penal de las condiciones de trabajo. Un estudio del 

artículo 311 del Código penal”, pág. 343-344. 
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Además de lo anterior, el abuso de situación de necesidad ha de ser probado, lo 

que lleva a TERRADILLOS BASOCO a afirmar que, “cuando los jueces se decidan a 

aplicar el abuso de situación de necesidad, más allá de los casos extremos, estarán 

cargando sobre sus espaldas, una tarea que debió haber asumido el legislador, 

castigando simplemente la imposición a los trabajadores de condiciones laborales sin 

respetar los mínimos legales”
64

. 

 

4.1.- ¿Qué se entiende por situación de necesidad? 

El legislador empleó este término dentro del art. 311.1 CP sin determinarlo, pero 

la interpretación que le ha dado la doctrina analizando al sujeto pasivo nos lleva a la 

siguiente conclusión. Cuando se habla de necesidad del sujeto pasivo se entiende que lo 

que desean es aquello que los empleadores ofertan, es decir, un puesto de trabajo, que 

debido al sistema económico es el medio básico para la obtención de ingresos 

destinados a satisfacer nuestras necesidades. 

Para la concreción de la situación de necesidad hay que tener en cuenta el bien 

jurídico protegido del art. 311 CP. Sabemos que lo que se intenta proteger no sólo son 

los derechos económicos sino algo más amplio referido a la dignidad humana y, por 

ello, no podemos entender como necesidad sólo la de obtención de un salario. 

Si nos centráramos en identificarla con la demanda de trabajo, estaríamos 

incluyendo a aquellas personas que desean realizar una actividad laboral por motivos 

distintos del económico y, por ello, retomando la afirmación de la posición más débil 

que ostenta el trabajador frente al empresario, será lógico pensar, que todo adquiera 

relevancia penal cuando se dé una situación de especial vulnerabilidad. 

Esta especialidad estará presente en aquellas situaciones que impiden al 

trabajador resistirse a la oferta del empresario aun siendo consciente de las condiciones 

perjudiciales que va a soportar, esto es, lo que realmente se denomina situación de 

necesidad. Como establece ORTUBAY FUENTES “todo demandante de empleo, tiene 

necesidad de trabajar por cuenta ajena, pero no todos experimentan una situación de 

necesidad que les presiona para aceptar cualquier oferta de trabajo”
65

.      

                                                        
64

J. TERRADILLOS BASOCO., “Derecho penal de la empresa”, pág. 102, cit. por M. 

ORTUBAY FUENTES., “Tutela penal de las condiciones de trabajo. Un estudio del artículo 311 del 

Código penal”, pág. 238. 

65
M. ORTUBAY FUENTES., “Tutela penal de las condiciones de trabajo. Un estudio del 

artículo 311 del Código penal”, pág. 346. 
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4.2.- Factores que dan lugar a una situación de necesidad. 

Para determinar los factores que pueden desencadenar en una situación de 

necesidad hay que atender, por un lado, a la abundancia o escasez de empleo a los que 

una persona puede acceder y, por otro, a las circunstancias personales que provocan la 

carencia de medios económicos y pueden obligar a alguien a aceptar lo primero que se  

le ofrece.  

Así, en primer lugar, nos encontramos con dificultades objetivas que afectan al 

demandante de empleo como pueden ser: 

La formación profesional del sujeto, sus aptitudes y polivalencia a la hora de 

desempeñar distintos puestos de trabajo. Cuanto más versátil sea un trabajador menos 

dificultades tendrá al poder aspirar a un mayor número de empleos. Una formación 

profesional básica permite el acceso a muy pocos puestos de trabajo y, por regla 

general, las personas con más alto nivel de formación (universitaria, técnica, etc.) 

tendrían que tener menos problemas para conseguir un empleo.  

En un mercado de trabajo reducido, como el que se presenta en la actualidad, la 

situación se sale de la norma general desencadenando la explotación o la contratación 

infrarremunerada. Muchos abusos se centran en figuras como el meritorio (persona que 

trabaja sin sueldo como aprendiz), el pasante o incluso a través de los contratos de 

formación en prácticas. Así, no siempre hay correlación entre el grado de preparación y 

las posibilidades de elección. 

El desempleo en las actividades a las que el demandante puede optar. Hay 

sectores laborales en los que las cifras de paro son muy altas y las personas que opten a 

ellos, contarán con menos opciones de acceso al empleo lo que provocará que su 

necesidad se intensifique.  

Los colectivos sociales que sufren discriminación al competir por un empleo. 

Tal es el caso de los jóvenes que buscan su primer empleo (por lo que carecen de 

experiencia), las mujeres (especialmente durante la posible maternidad), las personas en 

edad madura, los extranjeros, los marginados sociales como los ex-reclusos, miembros 

de subculturas, etc. Sus circunstancias los llevan la mayoría de las veces a no tener 

elección en el momento de aceptar un trabajo bajo cualquier condición.  

En segundo lugar, como ya hemos apuntado antes, también hay que tener en 

cuenta la situación personal del individuo. Importante es distinguir aquí la situación de 

necesidad, de la indigencia o la carencia de medios económicos. En situación de 
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necesidad puede estar un joven que quiere independizarse de su familia, una mujer que 

quiere separarse de su marido, una persona que tiene menores o adultos discapacitados a 

su cargo, etc. No obstante, si alguien busca trabajo como medio de subsistencia y cubrir 

así sus necesidades primarias, se encuentra en una situación de urgencia, la cual, no 

tiene que ver con los sujetos antes citados que sí tienen otros medios de vida. Claro está 

que bajo estas circunstancias la libertad de opción es nula y la situación de necesidad es 

más grave. 

En conclusión, cuando nos referimos a situación de necesidad no hacemos 

referencia a que el sujeto esté en peligro inminente para su salud, sino que se trata de 

una penuria económica por la que la persona atraviesa y que se queda privada del nivel 

de bienestar básico propio del Estado social y democrático de derecho. 

La intención con este trabajo es descubrir lo que se entiende por abuso de 

situación de necesidad y el papel que juega en el Derecho penal tal acción. No ha sido 

una tarea fácil en gran parte debido a la falta de concreción por parte del legislador del 

medio comisivo determinar el concepto de situación de necesidad. Así, asumimos lo 

establecido por VALLE MUÑIZ y VILLACAMPA ESTIARTE cuando matizan la 

concreción de la situación de necesidad en que puede derivarse de una circunstancia 

personal o del segmento laboral en que se encuadre. Para determinar esto, hemos 

seguido lo señalado por ORTUBAY FUENTES, donde parece más nítida la concreción 

del concepto. 

En primer lugar, llama la atención el sentido que ORTUBAY FUENTES le da a 

la situación de necesidad, pues no es el que a muchos de nosotros se nos viene a la 

cabeza en primera instancia (en referencia a las personas que les falta su sustento o las 

que no llegan a cubrir sus necesidades primarias), pero lo que se establece aquí es algo 

muy distinto donde se reflejan las necesidades propias de un Estado social y 

democrático. Esto nos lleva a que hoy como sociedad moderna necesitemos cubrir 

ciertas necesidades que van mucho más allá de las primarias y que si no se logran pueda 

resultar afectado nuestro bienestar social. 

En segundo lugar, y entrando en los factores que determinan la situación de 

necesidad, un tema especialmente amplio y delicado es el de la formación profesional 

donde hasta ahora venía sucediendo que una persona con formación básica tenía menos 

posibilidades de encontrar un empleo que una con estudios superiores o técnicos, pero 

el mercado de trabajo actual es muy reducido y alumnos en prácticas, pasantes, 
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meritorios, etc. son colectivos que están sufriendo la explotación y abusos de situación 

de necesidad. Muchos de ellos aceptan trabajar gratis o por muy poco dinero en 

jornadas abusivas, realizando funciones de igual o mayor trabajo que los propios 

empleados e incluso haciendo tareas que los trabajadores no quieren y, todo ello, por el 

mero hecho de obtener algo de experiencia o con la esperanza de una futura 

contratación.  

Otro factor que influye es el sector económico al que accedas. En España, 

actualmente la mayoría de los sectores cuentan con índices de desempleo elevados, lo 

que provoca que se acepte cualquier tipo de trabajo bajo las condiciones que se 

presenten por el mero hecho de conseguir un empleo.  

En este contexto, cabe apreciar la situación de necesidad por la desesperación de 

obtención de un trabajo, cualquier trabajo, indistintamente a lo que te hayas dedicado 

toda tu vida, tu formación o tus capacidades como trabajador, lo aceptas porque lo 

necesitas. Una consideración especial tiene ciertos colectivos y, dejando a un lado la 

falta de empleos, cuentan con alguna otra característica que los hace aún más 

vulnerables.  

 

4.3.- ¿Qué se entiende por abuso? 

En Derecho penal la noción de abuso se establece en los tipos donde hay una 

relación entre dos personas en la que una de ellas se aprovecha de su posición de 

ventaja derivada de la situación de precariedad de otra. Según POMARES CINTAS 

entra en juego la figura del abuso de superioridad porque para que se dé el hecho no son 

necesarios los medios utilizados, sino la posición del sujeto activo frente al pasivo
66

. La 

jurisprudencia, ha afirmado en  la SAP de Asturias de 19 de noviembre de 2005
67

 que 

“el abuso de situación de necesidad del trabajador, surge de la supremacía de la 

posición del empresario”. 

En el ámbito penal no basta con que el demandante de empleo se encuentre en 

una situación de necesidad sino que el ofertante tenga conocimiento de ello y, además, 

lo utilice para imponer condiciones laborales perjudiciales. Con tal acción se está 

limitando la libertad de decisión y aprovechándose de ella.  

                                                        
66

E. POMARES CINTAS., “El derecho penal ante la explotación laboral y otras formas de 

violencia en el trabajo”, pág. 73. 

67
SAP Asturias 234/2005 de 19 de noviembre. 
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En definitiva, para que haya abuso se requiere ese aprovechamiento por parte del 

empleador, quien obtiene un beneficio que no habría conseguido si el trabajador no 

hubiera aceptado esas condiciones, lo que implica que el sujeto activo es consciente de 

su extralimitación. La jurisprudencia así lo afirma en la SAP de Navarra de 11 de 

noviembre de 2003
68

 donde, “debemos partir de la consideración de que el abuso de 

situación de necesidad, ha de ser entendido como una actuación de aprovechamiento 

por parte del empresario, en su propio beneficio, y en perjuicio del trabajador”. 

Se tiene en consideración también la ausencia de autonomía de la voluntad, pues 

el abuso se da cuando en caso de negarse la víctima a aceptar tales condiciones su 

situación se vea empeorada o cuando resulte peor para él trabajar que seguir sin empleo.  

El abuso por parte del empresario según ORTUBAY FUENTES y la SAP de 

Navarra de 11 de noviembre de 2003 procede de la actuación de aprovechamiento por 

parte del sujeto activo de una situación de precariedad que ostenta el trabajador. Esta 

definición es acertada y, si analizamos la situación, comprobamos que realmente el 

aprovechamiento del empresario de imponer esas condiciones se traduce en una mera 

cuestión de ahorro de costes, tanto económicos, como personales, traduciéndose en que 

contratará a menos personas y explotará a las que ya tiene consigo, reportándole todo 

esto ciertos beneficios para su negocio. Consideramos que estas situaciones son 

abusivas y no deberían permitirse. 

 

5.- Precariedad laboral en España. 

La crisis económica en España está vinculada con el Derecho del Trabajo, con 

su realidad productiva y con la prestación de la actividad laboral. Los efectos de la 

misma sobre el empleo están siendo tan devastadores que no afectan sólo al trabajo, 

sino también a la situación personal y familiar donde en algunos casos se visualizan 

escenarios dramáticos para los desempleados. 

Centrándonos en los datos las cifras apuntan a que en el año 2009 la destrucción 

de empleo alcanzó los 4.000.000 con un índice del 18% de paro. Esto se proyecta no 

sólo en los sectores económicos más afectados por la crisis (por ejemplo, la 

construcción), sino que se traslada a casi la totalidad de las ramas de actividad, 

destacando un alto nivel de desempleo juvenil y una aproximación entre el masculino y 

                                                        
68

SAP de Navarra de 11 de noviembre de 2003 (Jur. 2004/108716). 
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el femenino. También la Seguridad Social está experimentando las consecuencias de la 

crisis con la reducción del número de afiliados con 1.500.000 menos.  

Con las estadísticas podemos afirmar que hay casi 19 millones de trabajadores 

donde alrededor de 3.9 millones tienen un contrato temporal y son una cuarta parte de 

los asalariados. El 90.6% de los nuevos contratos son temporales, mayoritariamente de 

las modalidades de obra y servicio y eventuales por circunstancias de la producción, 

generalizándose, además, el uso fraudulento de estas contrataciones. La mitad de los 

contratos indefinidos que se hacen son modalidades que cuentan con bonificaciones 

para el empresario y tienen un coste del despido menor que el contrato indefinido 

ordinario. Hay más de un millón de ocupados a tiempo parcial involutariamente porque 

no encuentran trabajo a tiempo completo. Más de 2 millones de trabajadores están 

subempleados en referencia al nivel formativo alcanzado con el que realmente ejercen 

en su trabajo y, por último, se estima que entre 12 y 15 millones de trabajadores lo 

hacen en la economía sumergida
69

.  

    Este crecimiento del desempleo en masa es el aspecto más relevante de la 

crisis y podemos decir que tiene lugar a través de diferentes vías, por un lado, la 

congelación de las nuevas contrataciones laborales, por otro, la precarización de los 

empleos mediante la extensión de la contratación temporal (la no renovación de los 

contratos temporales ha provocado un mayor auge de los despidos en los contratos 

indefinidos) y, por último, la aceptación voluntaria del trabajador de la extinción del 

contrato a través del “despido rápido” que da paso al desempleo.  

   Todo esto ha provocado que en muchas ocasiones el trabajo que se cree, se 

haga con condiciones que perjudican los derechos de los trabajadores, condiciones que 

muchos de ellos se ven obligados a aceptar por la situación de necesidad en la que se 

ven envueltos
70

. 

   Esta época de depresión económica ha puesto en peligro la propia subsistencia 

de las empresas desencadenando ajustes presupuestarios en la misma. La concepción 

del trabajador como coste en lugar de como un factor, el factor humano, ha provocado 

que esos ajustes se hagan mayormente a costa del trabajador y que ello pueda conllevar 

una vulneración de los derechos de los trabajadores. Lo que se persigue es la obtención 
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de un mayor rendimiento del trabajador al menor coste posible, por tanto, se está 

acentuando una tendencia a la conversión del trabajo hacia un coste variable, 

desencadenando aumentos en la explotación, en la exclusión y en la disciplina. 

   Según BILBAO LORENTE, “una de las consecuencias de esta situación, ha 

de ser el reforzamiento y en su caso, aumento, de las normas que pueden prevenir esto, 

tanto desde la perspectiva del Derecho administrativo como desde el mismo Código 

penal”
71

. 

En este contexto, España ha pasado de ser un país receptor de inmigración a ser 

emisor de emigración y esto es consecuencia de toda la coyuntura económica de estos 

últimos años que ha provocado el cambio. El abuso de las personas en situación 

irregular en nuestro país tiene un largo recorrido y se ha reflejado en la jurisprudencia. 

Éste ha sido un colectivo al que se le han impuesto condiciones ilegales de trabajo o de 

Seguridad Social por su evidente situación de necesidad. En la actualidad, esto está 

cambiando, pues ahora somos los nacionales los que estamos sufriendo también estos 

abusos. La crisis económica y las reformas en materia laboral, han jugado el papel 

fundamental y se ha hecho muy popular la frase “acepto cualquier cosa, lo único que 

necesito es trabajar” y, en conclusión, esto sólo se traduce en una verdadera situación de 

necesidad no sólo de obtención de un trabajo en el mercado laboral, sino de obtenerlo a 

toda costa porque quiebran las necesidades básicas de un Estado de bienestar. 

 

5.1.- Casos reales  

En la práctica estas situaciones se dan a diario en los trabajos por cuenta ajena. 

Muchos casos analizados con detalle cumplen con el tipo del injusto para la 

consumación del delito del art. 311.1 CP y, como hemos apuntado anteriormente, se 

vulnera el bien jurídico tutelado porque se restringen derechos de los trabajadores, se da 

el abuso de situación de necesidad como medio comisivo, existe la intención por parte 

del sujeto activo de aprovecharse de dicha situación y, además, se generan con el 

consentimiento del trabajador (sabemos que éste es irrelevante). Por ello, vamos a ver 

algunos ejemplos de lo que está sucediendo en España y tener así una visión de la 

realidad
72

. 
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Martín, trabaja como camarero en Madrid: “Estoy contratado en un bar de 

tapas de forma temporal y a tiempo parcial. Oficialmente mi jefe me da de alta en la 

Seguridad Social 15 horas semanales, pero mi jornada de trabajo real las triplica”. 

Trabajo de repartidor: “tengo un contrato de 10 horas a la semana, sin 

embargo, hago 9’30 horas diarias de jueves a martes. Mi sueldo es de 700 euros y no 

me pagan la gasolina y pongo mi moto. En mi contrato pone que trabajo de pinche de 

cocina cuando soy repartidor. No me dan comida y nos tratan mal. Llevo un año así y 

ya no puedo con esta injusticia. Tengo miedo a dejarlo porque tengo cuatro hijos en 

asistencia social, como no tengo un trabajo de 40 horas semanales no puedo tener un 

alquiler y por esta razón no me dejan tenerlos conmigo”. 

Juan Manuel García, 29 años, biólogo que trabaja en la limpieza de zonas 

fluviales: es un caso similar al de otros miles de licenciados y titulados en España. El 

hecho de trabajar en el sector para el que estudió le empuja a aceptar unas condiciones 

muy por debajo de sus expectativas: "Empecé hace unos años como becario con un 

contrato en prácticas a través de la Universidad Complutense. Después de un año, me 

hicieron un contrato de fin de obra". Es decir, que si bien no es un temporal, sabe con 

certeza que su empleo tiene fecha de caducidad. "Avisándome con 15 días de antelación 

la empresa puede rescindir mi contrato cuando quiera, y a cambio solo me tiene que 

dar una pequeña indemnización. Así, por ejemplo, si de mayo a septiembre cae la 

facturación por causas estacionales, pueden despedirme y volverme a contratar en 

octubre", explica. Especialmente sangrante, en su opinión, es que a cambio de un 

salario de apenas 900 euros, le exigen una implicación y una exclusividad equiparable 

a un alto cargo: "No participo solo en el proyecto que fija mi contrato, sino que 

realmente estoy metido en todos. También le exigen estar disponible en todo momento, 

tanto en vacaciones como festivos y fines de semana. "Trabajo en algo que me gusta, 

pero evidentemente me quejo”, concluye. 

Soy un chico de 24 años: “Este mes de Julio he encontrado un trabajo de 

camarero de 40 horas semanales en el que como mínimo trabajo 70 horas. No disfruto 

de horas extras, ni de los descansos oportunos establecidos en el Estatuto de los 

trabajadores. Tengo un compañero que realiza 16 horas al día y muchas semanas sin 

ningún día libre. Lleva dos años trabajando para ellos, y en verano, no disfruta de 

vacaciones. Los jefes no tienen establecido un horario, cierran cuando les apetece 

aunque no entre gente en el local, cogen las propinas que nos dan los clientes ya que 
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ellos piensan que alguien de la empresa ha robado (somos 5 trabajadores). Están 

obsesionados con eso y allí no roba nadie, de hecho, hay cámaras por todos sitios. 

Muchas veces los turnos son de seguido sin descanso y se deciden la misma noche que 

se cierra. No respetan las horas de descanso entre jornadas. Mis compañeros se 

resignan a aguantar ya que su situación no es buena debido a la crisis”.  

 

6.- Cómo aplican los tribunales el abuso de situación de necesidad. 

La jurisprudencia se ha pronunciado sobre medio comisivo del art. 311.1 CP, 

así, la SAP de Barcelona de 30 de abril de 2004
73

, desestima el recurso de apelación 

núm. 234/2004 que se interpone frente a la sentencia en fecha de 21 de enero de 2004 

del Juzgado de lo penal nº3 de Barcelona, los tribunales condenan por el art. 311.1 CP. 

En primera instancia se condena por el art. 311.1 CP y se impone una pena de seis 

meses, multa de 6010,12 euros y al pago de un tercio de las costas procesales como 

autora de un delito contra el derecho de los trabajadores.  

La apelación se fundamenta en que no concurren los elementos de dicho delito, 

afirmando que “no existe en la relación laboral con las empleadas imposición alguna, 

ni tampoco maquinación o procedimiento malicioso a los efectos de conseguir la 

aceptación de las condiciones laborales irregulares. En apoyo de su tesis defensiva, 

concluye que la situación irregular fue consentida libremente por las trabajadoras al 

momento de la contratación”. 

El Tribunal no comparte esto y establece que “tal y como se motiva en la 

sentencia recurrida, concretamente en el primero de sus fundamentos, en éste se 

analiza de manera detallada y pormenorizada los elementos configuradores de dicho 

delito contra los derechos de los trabajadores, valorando tras la prueba practicada 

(fundamento segundo) que dichos elementos concurren en la conducta del acusado, 

pues bajo falsas promesas de incorporarlas al Régimen de la Seguridad Social, 

consiguió que aquéllas continuaran en su actividad laboral bajo la falsa promesa de 

unas condiciones mínimas establecidas en el orden laboral, careciendo de contrato y 

con emolumentos inferiores a los establecidos legalmente, aprovechándose 

precisamente de la necesidad de las trabajadores de su primer empleo”. 

Para demostrar el abuso de situación de necesidad la prueba practicada es la 

prueba indiciaria que está admitida por el ordenamiento jurídico procesal y consiste en 
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indicios, es decir, no constituye en sí un verdadero medio de prueba sino una labor 

lógico-jurídica del juez que le permite estando probado un hecho llegar a establecer la 

existencia de otro que a su vez es relevante para el proceso y la sentencia. 

Según la SAP de León de 27 de mayo de 2003
74

 “la concurrencia de abuso de 

situación de necesidad, puede probarse a través de la prueba indiciaria para estimar la 

existencia de abuso de situación de necesidad, con relación al delito contra los 

derechos de los trabajadores, dicha prueba está fundada en datos realmente 

significativos”.    

En este caso se practicaron pruebas orales a través de testigos quienes afirmaron 

que “carecían de contrato laboral, no estaban dadas de alta en la Seguridad Social, 

trabajaban ocho horas diarias de lunes a viernes y cobraban entre 48.000 ptas. a 

60.000 ptas. mensuales, siendo su mayoría de entre 17 y 20 años de edad”. 

En consecuencia, ha sido encontrar una sentencia donde se demuestre el abuso 

de situación de necesidad como medio comisivo del delito 311 CP. Los tribunales 

desestiman por falta de pruebas o las conductas quedan en la mayoría de los casos como 

meras infracciones del ordenamiento laboral sin llegar a ser delito. 

La jurisprudencia que hay sobre el tema la abarcan los tribunales de primera 

instancia que es donde se quedan la mayoría de los casos, además, suele ser la 

Inspección de Trabajo de oficio, abriendo expediente sancionador, la que detecta las 

irregularidades.  

 

7.- Conclusiones 

El art. 311 CP es herencia del antiguo 499 bis CP-73 que se introdujo a finales 

del régimen franquista y vino a suponer un avance en la regulación de los derechos de 

los trabajadores. Sólo tras la CE, se pudo dotar a este artículo de principios 

democráticos, pero esto no fue suficiente, pues, aunque las intenciones del legislador 

supusieron un avance en cuanto a derechos de los trabajadores, este precepto no dio los 

resultados que se esperaba de él. El Código Penal de 1995 supone un gran avance  y 

dedica un Título entero dedicado a proteger a la parte más débil de la relación laboral, el 

trabajador e introduce el art. 311 CP, cuya redacción actual es fruto de la reforma 

operada por la LO 7/2012. 
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    El art. 311 CP regula la imposición de condiciones ilegales de trabajo y 

Seguridad Social. La doctrina no es unánime en la interpretación de este precepto. En 

cuanto al bien jurídico protegido, cabe  afirmar que protege a los derechos que nacen de 

las condiciones mínimas que se establecen en una relación laboral. Condiciones de 

carácter colectivo que por su forma son imprescindibles e irrenunciables. 

    En una prestación de trabajo siempre hay dos partes, el que oferta el trabajo y 

el que lo demanda. No obstante, no es tan sencillo, puesto que, en esta relación existe la 

desigualdad de una parte frente a la otra, es decir, hay una parte fuerte que es el 

empresario y una parte débil que es el trabajador. En estas situaciones de desequilibrio 

es cuando se produce el abuso del empleador frente al empleado y, es aquí, cuando el 

Derecho penal entra en juego reconociendo a un sujeto activo que comente el delito y a 

un sujeto pasivo que sufre las consecuencias de la comisión del mismo. 

    La imposición de condiciones ilegales de trabajo y de la Seguridad Social la 

entendemos como la obligación por parte del sujeto activo a aceptar unas condiciones al 

sujeto pasivo que van en contra de sus derechos. Cuando hablamos de derechos, son los 

propios que establece el Derecho Laboral en un auténtico Estado social y democrático 

de derecho y, por tanto, hace referencia a disposiciones legales, reglamentos, convenios 

colectivos y en menor medida al contrato de trabajo. La inclusión de éste ha sido objeto 

de polémica, pues al ser un acuerdo entre partes se pone en cuestión el carácter 

colectivo del bien jurídico del delito.  

    También es relevante resaltar la irrenunciabilidad de tales derechos por parte 

del trabajador, pues al hablar de derechos mínimos lo hacemos también de derechos 

irrenunciables, que son aquellos en los que, aunque el trabajador así lo consienta, el 

ordenamiento les da la relevancia necesaria para que prevalezcan por encima de tal 

consentimiento.   

    No es sencillo calificar una conducta como delito porque entra la concurrencia 

del Derecho penal con el Derecho administrativo. Dichas conductas pueden no llegar a 

ser delitos sino quedarse en meras infracciones administrativas si no gozan de la 

relevancia suficiente para ser calificadas como tal. Así, entran en juego los medios 

comisivos del engaño y del abuso de situación de necesidad.  

    El empresario, si a la hora de imponer sus condiciones lo hace bajo estas 

figuras, estaríamos hablando de una conducta delictiva. En el engaño, se intenta hacer 

creer al trabajador que goza con una protección de la que en realidad carece y la 
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situación de necesidad es el aprovechamiento por parte del empresario de una situación 

de precariedad en la que el trabajador se encuentra en el momento de la relación laboral. 

Si se emplean con violencia o intimidación, sería aplicable un tipo agravado.  

    El objeto del presente estudio se centra en el abuso de situación de necesidad, 

que, como ya hemos expuesto, es un medio comisivo del delito del art. 311.1 CP de 

imposición de condiciones ilegales del trabajo y de la Seguridad Social.  

    La doctrina discute el alcance de la referida situación de necesidad, así, 

mientras unos apuntan que es aquella situación en la que se encuentra todo aquél que 

demanda trabajo en una sociedad donde faltan puestos de trabajo y el despido es 

posible, otros denuncian la existencia de una redundancia ya que el mercado laboral tal 

y como lo conocemos ya entraña en sí esta situación de necesidad de búsqueda de 

trabajo. Lo que queda claro es que este concepto va más allá de la mera obtención de un 

puesto de trabajo y no sólo entran en juego intereses económicos sino también 

personales. No todo demandante de empleo se haya en situación de necesidad.  

    Aunque el legislador no haya tasado los factores que provocan una verdadera 

situación de necesidad, está clara la relación que tienen con el mercado de trabajo y, en 

concreto, con la escasez de puestos de trabajo. Todo ello unido a la concreta situación 

personal que atraviesa una persona demandante de empleo hace que se puedan tasar 

ciertos casos y verificar que hay situación de necesidad. 

    Estos casos parten de la carencia de medios económicos, sin embargo, hay 

que puntualizar la diferencia de la situación de necesidad con la situación de urgencia, 

que es aquella en la que el sujeto peligra por no cubrir ni tan siquiera sus necesidades 

primarias y corra riesgo para su salud. En estas circunstancias hablaríamos de una 

situación de necesidad grave y no es este el tema de estudio sino sobre las necesidades 

que no cumplen el nivel de bienestar propio del Estado social y democrático. 

Por ello, apuntamos a la formación profesional del trabajador, a los sectores 

donde hay tasas elevadas de desempleo y, por último, a los colectivos sociales que 

sufren discriminación. Analizando cada caso sabremos dónde se halla la situación de 

necesidad.  

    Para constituirse el medio comisivo de abuso de situación de necesidad, no 

basta con darse una mera situación de necesidad sino, además, tiene que haber abuso de 

ella por parte del sujeto activo. El empresario conoce la situación del trabajador y le 

impone sus condiciones sabiendo que las va a aceptar porque cualquier alternativa es 
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mejor que no tener trabajo. Esto condiciona la autonomía de la voluntad que el propio 

Derecho del trabajo promulga como principio esencial en una relación laboral. En este 

contexto, queda demostrado el abuso por parte del sujeto activo que se aprovecha de el 

trabajador para obtener más beneficios económicos. 

    En cuanto a la delimitación del art. 311 CP y el art. 312.2 in fine, cabe afirmar 

que se diferencia por razón del sujeto pasivo, de manera que el art. 312.2 CP sería 

aplicable en aquellos casos en que sujeto sea un extranjero sin permiso de trabajo, sin 

que sea necesario que se haga mención expresa a la necesidad de abuso de situación de 

necesidad, pues en estos casos el sujeto se encuentra en una situación de vulnerabilidad 

que conlleva ya que se dé dicha situación de necesidad.  

Tradicionalmente han sido los ciudadanos extranjeros sin permiso de trabajo los 

que en mayor medida sufrían estas conductas delictivas. No obstante, en la actual 

situación de crisis económica esto ha cambiado de dirección y ya los extranjero en 

situación irregular no son el centro de los abusos de explotación sino que es cada vez 

más frecuente que la imposición de condiciones perjudiciales también las sufra el 

trabajador con permiso de trabajo.  

Mucho ha ocurrido y en muy poco tiempo para llegar a la situación actual, 

hemos pasado por una reforma laboral, el Real Decreto-Ley 3/2012 y por tasas de paro 

extremadamente altas que, en algún momento, han llegado hasta el 27,16% como fue en 

2013, apuntando a más de 6 millones de personas paradas según ha proporcionado la 

EPA.  

    Estos condicionantes han hecho que nazca la precariedad laboral en España de 

forma generalizada y seamos los propios nacionales a los que se nos impongan 

condiciones ilegales de trabajo o de Seguridad Social.  

    Viendo la realidad que se nos presenta y los numerosos casos de imposición 

de tales condiciones, no sólo se aprecia lo que está sucediendo en España en la 

actualidad, sino que estamos aceptando la situación porque en la mayoría de los casos 

no hay otra salida.  

    En consecuencia, asistimos a un auténtico abuso de situación de necesidad 

empujado por la crisis económica y por todos los cambios laborales donde en muchos 

sería aplicable el art. 311 CP, pues concurren los requisitos del tipo del art. 311 CP y, en 

concreto, el abuso de situación de necesidad y, por lo tanto,  deberían castigarse estas 
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conductas como delito de imposición de condiciones ilegales del trabajo o de la 

Seguridad Social.   
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